ACCION DE TUTELA SEGUNDA INSTANCIA                               

RADICACIÓN: 66170 31 04 001 2016 00087 01

ACCIONANTE: DUCARDO MORALES VILLA (por medio de agente oficioso)


ACCIONADA: NUEVA EPS 
ASUNTO: ADICONA SENTENCIA 1ª INSTANCIA 

SALUD DE PACIENTE EN DEBILIDAD MANIFIESTA/ Persona de la tercera edad, postrada en cama y de escasos recursos/ EPS debe brindar tratamiento médico domiciliario al tratarse de un servicio establecido en el plan obligatorio de salud/ Inaplicación del POS para suministrar cama hospitalaria con colchón anti escaras/ Improcedencia de exoneración de copagos y cuotas moderadoras cuando no se acredita que su pago sea un obstáculo para la prestación del tratamiento  
“(…) tanto la atención médica domiciliaria y como el servicio domiciliario de enfermería se encuentran dentro del POS, los cuales la NUEVA EPS no podrá negarse a brindarlos al señor Morales Villa en el lugar que tenga radicada su residencia (…) Así mismo, se ordenará a la NUEVA EPS que disponga que un médico que conozca de primera mano el estado de salud del señor Ducardo Morales Villa para que emita un concepto dentro de los parámetros y criterios posibles con el fin de establecer si el agenciado requiere el servicio auxiliar de enfermería domiciliaria, y de ser así, determinará las condiciones de modo y tiempo en que debe ser suministrado este servicio para que la NUEVA EPS proceda a autorizarlo.”
(…) si bien no existe una prescripción médica que ordene la cama hospitalaria con colchón anti escaras, en su caso en particular, se puede inaplicar el Plan de Beneficios respecto a dicho insumo que requiere el agenciado, quien por el episodio sufrido (…) con respecto al ACV isquémico, se hace indispensable el mismo a fin de proporcionarle una calidad de vida, dado a que las personas de la tercera edad tienen derecho a una protección reforzada en salud y las entidades prestadoras de salud están obligadas a prestarles la atención médica que necesiten, dicha protección se materializa con la garantía de una prestación continua, permanente y eficiente de los servicios de salud que el usuario requiera, lo cual implica, de ser necesario el suministro de medicamentos, insumos o prestación de servicios excluidos del Plan Obligatorio de Salud, lo que se desprende del principio de integralidad en la prestación del servicio de salud en los adultos mayores (…)
(…) esta Sala no cuenta con elementos materiales suficientes para indicar que la NUEVA EPS esté obstaculizando el acceso a los servicios de salud que requiere el señor Ducardo Morales Villa, por el hecho de exigirle al mismo el pago anticipado de copagos y/o las cuotas moderadoras para brindarle los servicio médicos (…)”
Citas: Corte Constitucional, sentencias T-760 de 2008, T-180 de 2013, T-266 de 2014, T-131 y T-644 de 2015.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA - RISARALDA

SALA DE DECISION PENAL 

M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ 
Pereira, cinco (5) de agosto de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.694
Hora: 12 m.
1. ASUNTO A DECIDIR
Corresponde a la Sala resolver la impugnación presentada por la señora María Sergina Márquez García, quien actúa como agente oficiosa de su cónyuge, señor Ducardo Vega Linares, en contra del fallo de tutela emitido el 20 de junio de 2016 por el Juzgado 1º Penal del Circuito de Dosquebradas, Risaralda.
2. RESUMEN DE LOS HECHOS
2.1. Informó la señora María Sergina Márquez  que su cónyuge, señor Ducardo Vega Linares tiene 75 años de edad, se encuentra afiliado a la NUEVA EPS y como consecuencia de un “ACV Isquémico” se encuentra postrado en una cama, no tiene fuerza muscular, no controla los movimientos de las extremidades, tiene hemiparexia derecha y afasia, trombosis cerebral, no controla esfínteres, por lo que ha venido siendo atendido por la NUEVA EPS y su médico le ordenó atención médica en casa para que allí le fueran realizadas las terapias físicas y respiratorias, las cuales fueron suspendidas “por cuanto no ingresan a nuestro lugar de residencia, pues vivimos en el barrio el Balso de Dosquebradas”.  Por tal motivo, están ahora viviendo en una casa del sector de Frailes con el fin de que allí si  se le puedan brindar los servicios médicos al señor Morales Villa.  

Indicó la actora que en varias ocasiones ha solicitado el suministro de pañales desechables, crema anti escaras y antipañalitis, una cama ortopédica u hospitalaria con colchón anti escara y una grúa para poder levantar a su esposo, lo cual ha sido negado por la NUEVA EPS por no estar dentro del POS, insumos que considera necesarios por su avanzada edad y su estado de salud que no le permiten lidiarlo, al punto que una vez ambos sufrieron una caída.  Así mismo, dio a conocer que se encuentran órdenes pendientes por autorizar con realización de cirugía de la próstata.  
La actora puso en conocimiento que tiene 82 años de edad y recibe una pensión equivalente a un salario mínimo con la que sufraga los gastos del hogar, pero no así para los costos que generan los insumos antes aludidos, por lo tanto, acudió al juez de tutela para que ampare los derechos fundamentales de su cónyuge a la salud, integridad física y personal, la vida, la dignidad humana y los derechos de las personas de la tercera edad.

2.2. Por lo anterior, la agente oficiosa del señor Morales Villa solicitó: que la NUEVA EPS brinde al mismo los pañales desechables, crema anti escaras y antipañalitis, una cama ortopédica u hospitalaria con colchón anti escara y una grúa para poderlo mover, fórmula de nutrición, transporte para asistir a citas médicas y valoraciones; los exámenes y toma de muestras, apoyo de una enfermera; así como los medicamentos, suministros e insumos que demande su cónyuge. 
Igualmente, solicitó que la NUEVA EPS cubra el 100% del costo de los tratamientos, procedimientos, medicamentos, consultas con especialistas; así como la exoneración del pago de copagos y/o cuotas moderadoras para lo cual indicó podía rendir una declaración, tendiente a demostrar su incapacidad económica.  Así mismo, que dicha EPS asuma el 100% del costo de transporte, viáticos y gastos de estadía tanto del su esposo como el de un acompañante, en caso de que el mismo deba desplazarse a otra ciudad para realizarse exámenes o algún tratamiento.  Igualmente, se ordena a la NUEVA EPS autorice acceder a su cónyuge al programa de atención médica domiciliaria o “home care”, así como la atención integral que requiera para las patologías que padece.
2.3.  Se tuvieron en cuenta las pruebas aportadas a folios 4 al 32. 
2.4. La NUEVA EPS no se pronunció con respecto a la demanda de tutela. 
3. DECISIÓN DE  PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas mediante sentencia del 20 de junio de  2016, resolvió: 
“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la vida, a la salud y a la dignidad humana, del señor DUCARDO MORALES VILLA.

SEGUNDO: Se ordena a la NUEVA EPS, que en el término de CUARENTA Y OCHO (48) HORAS, contadas a partir de la notificación de esta sentencia proceda a autorizar y suministrar: (i) todos los medicamentos e insumos (pañales desechables -90 mensuales-, pañitos húmedos, cremas anti pañalitis), necesarios para mantener en condiciones de calidad y dignidad humana la vida e integridad física de DUCARDO MORALES VILLA; (ií) la inscripción y posterior atención del programa de Atención Médica Domiciliaria, con el fin de que sea en su domicilio donde se le practiquen las terapias, controles, citas con especialistas, (iii) el servicio de ambulancia para trasladar al paciente en casos de emergencia o para asistir a controles médicos, realización de exámenes, al igual que los viáticos y transportes de ésta y un acompañante en caso de ser necesario su traslado a otra ciudad, siempre y cuando los mismos estén relacionados con el conjunto de patologías de difícil manejo que padece y que dieron origen a esta acción de tutela, así no se encuentren incluidos dentro del POS; todo ello, con el fin de preservar su salud, su vida y está en condiciones de calidad y dignidad humana, al igual que su integridad física, su capacidad funcional y orgánica, so pena de incurrir en la sanciones previstas en la Ley.
TERCERO: Se ordena a la NUEVA EPS que brinde el TRATAMIENTO INTEGRAL que incluyen todos los procedimientos, medicamentos en las cantidades y durante el tiempo que lo estime conveniente su médico tratante, exámenes, valoraciones por especialista y servicios de salud e insumos, requeridos que en adelante sean necesarios para el tratamiento del señor DUCARDO MORALES VILLA, y que se desprendan, como consecuencia de las patologías que padece y que motivaron la presentación de esta acción constitucional, a fin de recibir una atención integral, aun cuando los servicios requeridos no se encuentren incluidos en el POS.

CUARTO: Se autoriza a la NUEVA EPS para que ejerza el recobro ante el FOSYGA, concretamente subcuenta del régimen contributivo, los gastos que sufrague por los servicios aquí dispuestos como tratamiento integral y que tengan relación directa con la patología que dio origen a esta tutela y que no estaba obligada a asumir, dentro de los 15 días siguientes a la presentación de la cuenta de cobro, para lo cual la EPS deberá realizar el trámite previsto en la Resolución 2933 de 2006.

QUINTO: Se le advierte al representante legal de la NUEVA EPS que el no cumplimiento de la orden emitida en la presente sentencia, da lugar a trámite de desacato y a que se configure el delito de Fraude a Resolución Judicial contemplado en el artículo 454 del Código Penal, modificado por el artículo 14 de la Ley 1453 de 2011 que prevé una pena de uno (1) a cuatro (4) años de prisión y multa de cinco (5) a cincuenta (50) salario mínimo legales mensuales vigentes.(…)”
La señora María Sergina Márquez García fue notificada personalmente del fallo el 21 de junio de 2016, según acta visible a folio 42.
4. DE LA IMPUGNACIÓN
La señora Márquez García presentó escrito en el cual hizo referencia a lo dispuesto en la Sentencia T-266 de 2014 de la Corte Constitucional y otras decisiones de esa Corporación que hacen relación a los derechos fundamentales de las personas de la tercera edad con el fin de solicitar que se tengan en cuenta sus pedimentos expuestos en la demanda de tutela y que tienen que ver textualmente con que se ordene a la NUEVA EPS lo siguiente: i) dar cumplimiento de la atención domiciliaria en su vivienda ubicada en el barrio el Balso de Dosquebradas; ii) el suministro de una cama hospitalaria con colchón anti escara; iii) el suministro de enfermera en casa y iv) la exoneración de los copagos y/o cuotas moderadoras (Fls. 43-49) 
5.  CONSIDERACIONES DE LA SALA

5.1. Esta Sala es competente para conocer de la presente acción, de conformidad con lo  establecido en el artículo 32 del Decreto 2591 de 1991 reglamentario del artículo 86 de la C.N. A su vez se cumplen los requisitos de legitimación por activa y por pasiva, previstos en los artículos 10 y 13 del Decreto 2591 de 1991. 

5.2. Problema jurídico y solución al caso en concreto
5.2.1. Le corresponde determinar a esta Corporación si pese a que la juez de primera instancia tuteló los derechos fundamentales a la salud y vida digna del señor Ducardo Morales Villa, debió ordenarle en el fallo: i) dar cumplimiento de la atención domiciliaria en su vivienda ubicada en el barrio el Balso de Dosquebradas; ii) el suministro de una cama hospitalaria con colchón anti escara; el suministro de enfermera en casa y iv) la exoneración de los copagos y/o cuotas moderadora.
5.2.2. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

5.2.3. De las pruebas aportadas con la demanda de tutela, la Sala observa de la historia clínica que el señor Ducardo Morales Villa fue ingresado por urgencias a la Clínica Los Rosales el 16 de mayo de 2016 por sufrir una caída, que le ocasionó una contusión de la cadera (Fls. 5-7), quien igualmente, el 18 de abril de 2016 fue atendido por urgencias en la misma clínica por cuanto presentó “evento vascular isquémico parietal acompañado de discreta hiperdensidad en relación a transformación hemorrágica" (Fls. 8-27).  Así mismo, se puede establecer que la agente oficiosa del señor Morales Villa, es una mujer de  81 años de edad, por haber nacido el 21 de noviembre de 1934, lo que se desprende de la fecha de nacimiento del documento de identidad, visible a folio 4.
5.2.4. Frente a los derechos reclamados por la agente oficiosa en nombre de su cónyuge, señor Ducardo Morales Villa, cabe reiterar la jurisprudencia de la Corte Constitucional en la que concluyó que la salud es un derecho fundamental autónomo que debe ser respetado y protegido cuando se advierte algún tipo de amenaza o vulneración (Sentencia T-760 de 2008):
 “(…) 3.2.1.3. Así pues, considerando que son fundamentales (i) aquellos derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea traducible en un derecho subjetivo”, la Corte señaló en la sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y definen los servicios específicos a los que las personas tienen derecho. Concretamente, la jurisprudencia constitucional ha señalado que el acceso a un servicio de salud que se requiera, contemplado en los planes obligatorios, es derecho fundamental autónomo. En tal medida, la negación de los servicios de salud contemplados en el POS es una violación del derecho fundamental a la salud, por tanto, se trata de una prestación claramente exigible y justiciable mediante acción de tutela. La jurisprudencia ha señalado que la calidad de fundamental de un derecho no depende de la vía procesal mediante la cual éste se hace efectivo.”  (Subrayas nuestras).

Y en otro aparte de la misma sentencia T-760 de 2008, se dispuso:

“Así pues, la jurisprudencia constitucional ha dejado de decir que tutela el derecho a la salud ‘en conexidad con el derecho a la vida y a la integridad personal’, para pasar a proteger el derecho ‘fundamental autónomo a la salud’. Para la jurisprudencia constitucional “(…) no brindar los medica​men​tos previstos en cualquiera de los planes obligatorios de salud, o no permitir la realización de las cirugías amparadas por el plan, constituye una vulneración al derecho fundamental a la salud.” La Corte también había considerado explícitamente que el derecho a la salud es fundamental y tutelable, en aquellos casos en los que la persona que requiere el servicio de salud es un sujeto de especial protección constitucional. Así lo ha considerado la jurisprudencia, por ejemplo, con relación a las personas de la tercera edad.” (Subrayas propias)

5.2.5. Con respecto al derecho a la salud de las personas de la tercera edad, la Constitución Política señala expresamente en su artículo 13, el deber del Estado de implementar medidas encaminadas a garantizar la efectividad del derecho a la igualdad material y la Corte Constitucional ha considerado a las personas de la tercera edad como un grupo merecedor de una protección especial y reforzada, teniendo en cuenta sus condiciones de debilidad manifiesta, las cuales se encuentran vinculadas a su avanzada edad. En tal sentido, dicho Tribunal en la Sentencia T-180 de 2013 manifestó, lo siguiente:


“Los adultos mayores necesitan una protección preferente en vista de las especiales condiciones en que se encuentran y es por ello que el Estado tiene el deber de garantizar los servicios de seguridad social integral a estos, dentro de los cuales se encuentra la atención en salud.

La atención en salud de personas de la tercera edad se hace relevante en el entendido en que es precisamente a ellos a quienes debe procurarse un urgente cuidado médico en razón de las dolencias que son connaturales a la etapa del desarrollo en que se encuentran
.

En consecuencia, le corresponde al Estado garantizar los servicios de seguridad social integral, y por ende el servicio de salud a los adultos mayores, dada la condición de sujetos de especial protección, por lo tanto, la acción de tutela resulta el instrumento idóneo para materializar el derecho a la salud de dichas personas.

Esta Corporación ha reiterado que el derecho a la vida no se limita a la existencia biológica de la persona, sino que se extiende a la posibilidad de recuperar y mejorar las condiciones de salud, cuando éstas afectan la calidad de vida del enfermo
. En ese sentido, la Sentencia T-760 de 2008
, expresa que en relación con las personas de la tercera edad, teniendo en cuenta las características especiales de este grupo poblacional, la protección del derecho fundamental a loa salud adquiere una relevancia trascendental.” (Subrayas nuestras)

5.2.6. Manifestó la impugnante que por su condición económica y su incapacidad física para atender las dolencias de su cónyuge, el juzgado de primer grado debió ordenar a la NUEVA EPS que diera cumplimiento de la atención domiciliaria en su vivienda ubicada en el barrio el Balso de Dosquebradas, el suministro de una cama hospitalaria con colchón anti escara, el servicio de enfermera en casa y la exoneración de los copagos y/o cuotas moderadora. Al respecto y en consideración a que tanto la agente oficiosa como el agenciado son personas de la tercera edad, esta Sala se referirá a cada una de las solicitudes expuestas anteriormente, con fundamento en el precedente jurisprudencial de la Corte Constitucional, así:

i)  En lo que respecta al plan de atención domiciliaria y al servicio domiciliario de enfermería, según lo dispuesto en la Resolución 5521 de 2013, constituyen una modalidad de prestación de salud extrahospitalaria y en la Sentencia T-644 de 2015 señaló que con la misma “se busca brindar una solución a los problemas de salud en el domicilio o residencia y que cuenta con el apoyo de profesionales, técnicos o auxiliares del área de la salud y la participación de la familia”[94]. Además de ello, también se evidencia que dicho servicio está incluido en la cobertura de beneficios del POS, y por tanto debe ser garantizado por las Entidades Promotoras de Salud con cargo a los recursos que perciben para tal fin, en todas las fases de la atención, para todas las patologías y condiciones clínicas del afiliado[95].

 Así entonces, la atención domiciliaria como alternativa a la atención hospitalaria institucional está cubierta por el POS, bajo las normas de calidad vigentes, en los casos en que se considere pertinente por el profesional tratante, bajo las normas de calidad vigentes. En este orden de ideas, para que un afiliado pueda acceder al servicio de salud en comento, simplemente bastaría que la experticia y los conocimientos técnicos y científicos de un galeno que haya conocido y estudiado de primera mano las condiciones del usuario, determine con “el máximo grado de certeza permitido por la ciencia y la tecnología”[96] la necesidad de la tecnología en salud pretendida, ya que, como se enunció anteriormente, sólo un galeno es la persona apta y competente para determinar el manejo de salud que corresponda y ordenar los procedimientos, medicamentos, insumos o servicios que sean del caso, ya que el juez de tutela “no puede arrogarse estas facultades para el ejercicio de funciones que le resultan por completo ajenas en su calidad de autoridad judicial”[97].

De acuerdo a lo acabado de subrayar, tanto la atención médica domiciliaria y como el servicio domiciliario de enfermería se encuentran dentro del POS, los cuales la NUEVA EPS no podrá negarse a brindarlos al señor Morales Villa en el lugar que tenga radicada su residencia; en tal sentido, la Sala adicionará al fallo de primera instancia, que dicha EPS garantice la atención médica domiciliaria al señor Ducardo Morales Villa  donde se encuentre actualmente viviendo o donde radique su residencia.  Así mismo, se ordenará a la NUEVA EPS que disponga que un médico que conozca de primera mano el estado de salud del señor Ducardo Morales Villa para que emita un concepto dentro de los parámetros y criterios posibles con el fin de establecer si el agenciado requiere el servicio auxiliar de enfermería domiciliaria, y de ser así, determinará las condiciones de modo y tiempo en que debe ser suministrado este servicio para que la NUEVA EPS proceda a autorizarlo.
ii) Dentro de la foliatura se observa que el señor Morales Villa de 75 años de edad  presentó un accidente cerebro vascular ACV isquémico parietal izquierdo, según dianóstico descrito en su la historia clínica (folios 8, vuelto y 15, frente)  que lo tiene postrado en la cama, motivo por el cual la señora Márquez García  solicitó al juez de tutela que le fuera autorizada una cama hospitalaria anti escaras para el mismo.  Al respecto,  ha de recordarse que la cama hospitalaria es un insumo que no se encuentra incluido dentro plan de beneficios de salud. Sin  embargo, el  artículo 49 de la Constitución Política señala que el Estado colombiano tiene la obligación de garantizar a todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y recuperación de la salud.  En tal virtud, la Corte Constitucional ha hecho énfasis en que éstos deben ser prestados en condiciones de calidad, eficacia y oportunidad, referenciando de nuevo a la sentencia T-760 de 2008 la Corte manifestó: 
“La exclusión de ciertos tratamientos y medicamentos de la cobertura del Plan Obligatorio de Salud, no puede ser examinada por el juez de tutela, simplemente desde la perspectiva de lo que dice la normatividad, y, en virtud de ello, aceptar la negativa, por no violar las disposiciones respectivas. Se ha reiterado, una y otra vez, que corresponde al juez Constitucional examinar el caso concreto, y, de acuerdo con el examen al que llegue, estimará si la negativa de la entidad pone o no en peligro el derecho fundamental a la salud o a la vida del interesado, o algún otro derecho fundamental, que tenga relación con ellos[10].
 
Aunado a lo anterior, en la jurisprudencia de la Corte Constitucional se ha indicado la necesidad de tutelar los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de una persona de la tercera edad con bajos recursos económicos y que se encontraba postrado en una cama, por considerar que la negación de los insumos por parte de la Entidad Promotora de Salud, tornaba indigna la existencia del paciente, debido a que no le permitía el goce de una óptima calidad de vida, impidiéndole desarrollarse plenamente (ver Sentencia T-266 de 2014). Así mismo, dicha Corporación señaló que frente a las personas de la tercera edad “el derecho a la seguridad social se erige en fundamental y su protección se torna insoslayable”.

Por lo tanto, en el caso del señor Morales Villa se puede inferir que si  bien  no existe una prescripción médica que ordene la cama hospitalaria con colchón anti escaras, en su caso en particular, se puede inaplicar el Plan de Beneficios respecto a dicho insumo que requiere el agenciado, quien por el episodio sufrido en el mes de abril del presente año con  respecto al ACV isquémico, se hace indispensable el mismo a fin de proporcionarle una calidad de vida, dado a que las personas de la tercera edad tienen derecho a una protección reforzada en salud y las entidades prestadoras de salud están obligadas a prestarles la atención médica que necesiten, dicha protección se materializa con la garantía de una prestación continua, permanente y eficiente de los servicios de salud que el usuario requiera, lo cual implica, de ser necesario el suministro de medicamentos, insumos o prestación de servicios excluidos del Plan Obligatorio de Salud, lo que se desprende del principio de integralidad en la prestación del servicio de salud en los adultos mayores, “implica el deber de brindar la atención completa en salud, con independencia de que el conjunto de prestaciones requeridas estén excluidas de los planes obligatorios. Lo anterior es reforzado por el mandato constitucional de una mayor protección al derecho fundamental a la salud de las personas de la tercera edad y la obligación del Estado de garantizar la prestación del derecho a la seguridad social (Art. 13 y 46 CP).” (Ver Sentencia T-091 de 2011 de la Corte Constitucional)
Como consecuencia de lo acabado de analizar, se adicionará en el fallo de tutela proferido por la jueza de primera instancia que la NUEVA EPS disponga los trámites pertinentes para que el señor Morales Villa pueda acceder a una cama hospitalaria con colchón anti escaras.
iii) Finalmente, debe esta Sala pronunciarse con respecto a la solicitud de la impugnante con respecto a que sea exonerada de copagos y/o cuotas moderadoras.  Sea entonces pertinente indicar lo que la jurisprudencia de la Corte Constitucional que ha definido la naturaleza jurídica de los copagos, de las cuotas moderadoras y de recuperación y las condiciones de exoneración de esos desembolsos, de la siguiente manera: (Ver Sentencia T-131 de 2015)
 
“El sistema de salud atribuye cargas económicas a los usuarios con el fin de que se financie las atenciones médicas y se evite el abuso del mismo. Las obligaciones pecuniarias incluyen los copagos, las cuotas moderadoras y de recuperación, desembolsos que no se pueden convertir en obstáculos para el acceso al derecho. Estos valores se cobran dependiendo del régimen al que pertenece el paciente. De un lado, los usuarios del régimen contributivo deben cancelar copagos y cuotas moderadoras y los afiliados al régimen subsidiado de salud deben asumir los copagos y las cuotas de recuperación.
 
La Corte ha reconocido que esas cargas económicas son constitucionales, siempre que no se conviertan en impedimentos para el acceso al servicio a la salud. Por ello, las Salas de Revisión han construido unas reglas jurisprudenciales para exonerar al afiliado o beneficiario de cancelar los copagos, las cuotas moderadoras y de recuperación.      
 
El artículo 187 de la ley 100 de 1993 reconoció que los usuarios del sistema de salud “estarán sujetos a pagos compartidos, cuotas moderadoras y deducibles” para acceder a los beneficios contenidos en los planes de salud. Los valores a cancelar tienen la finalidad, por una parte, “racionalizar el uso de servicios del sistema” y, por otra, “complementar la financiación del plan obligatorio de salud”.
 (…)
Los usuarios del régimen contributivo deben cancelar los copagos y las cuotas moderadoras. Por medio del Acuerdo 260 de 2004, el Consejo Nacional de Salud reglamentó esas cargas al interior del Sistema General de Seguridad Social en Salud. Así, señaló que los copagos son los aportes que tienen el propósito de financiar el sistema de salud y sólo deben ser cancelados por los beneficiarios. Además, los pagos compartidos corresponden a parte del costo del servicio prestado (art. 1 y 3 Acuerdo 260 de 2004). En contraste, las cuotas moderadoras pretenden “regular la utilización del servicio de salud y estimular su buen uso, promoviendo en los afiliados la inscripción en los programas de atención integral desarrollados por las EPS” [69] , valores que deben ser cancelados tanto por los afiliados cotizantes como los beneficiarios. 
 
 (…)  En materia de las cargas económicas que deben asumir los usuarios del sistema de salud, el artículo 187 de la Ley 100 de 1993 determinó que “en ningún caso los pagos moderadores podrán convertirse en barreras de acceso para los más pobres”. Por lo tanto, con el propósito de “evitar la generación de restricciones al acceso por parte de la población más pobre, tales pagos para los diferentes servicios serán definidos de acuerdo con la estratificación socioeconómica”. 
 
En sede de control abstracto sobre la norma en comento[79], la Corte recalcó que los pagos compartidos y las cuotas moderadoras no pueden convertirse en un obstáculo para el acceso a los servicios de salud de los pacientes, premisa que se extiende a las cuotas de recuperación. De hecho, en la Sentencia T-016 de 2006 se advirtió que de “existir una controversia alrededor de este asunto, ésta debe dirimirse a favor de la protección de los derechos fundamentales”. En atención a lo anterior, esta Corporación ha determinado dos hipótesis en las que se debe eximir al afiliado de realizar los pagos compartidos, las cuotas moderadoras además de recuperación ante la escasez de sus recursos económicos, que consisten en que:
 
“(i) cuando la persona que necesita con urgencia un servicio médico carece de la capacidad económica para asumir el valor de los pagos moderadores, la entidad encargada de garantizar la prestación del servicio de salud deberá asegurar el acceso del paciente a éste, asumiendo el 100% del valor y (ii) cuando una persona requiere un servicio médico y tiene la capacidad económica para asumirlo, pero tiene problemas para hacer la erogación correspondiente antes de que éste sea suministrado, la entidad encargada de la prestación deberá brindar oportunidades y formas de pago al afectado, para lo cual podrá exigir garantías adecuadas, sin que la falta de pago pueda convertirse en un obstáculo para acceder a la prestación del servicio”[80].
 
Los escenarios descritos se han aplicado a: i) los copagos y las cuotas moderadoras[81]; ii) los pagos compartidos y las cuotas de recuperación[82]. En cualquiera de las hipótesis, esta Corporación ha dispuesto que: “será el juez constitucional el encargado de verificar, en cada caso, si el pago de las cuotas de recuperación exigidas por la ley, obstaculiza el acceso al servicio de salud y si, como consecuencia de ello, se genera una vulneración de los derechos fundamentales”[83].
 
De conformidad con la jurisprudencia acabada de subrayar, esta Sala no cuenta con elementos materiales suficientes para indicar que la NUEVA EPS esté obstaculizando el acceso a los servicios de salud que requiere el señor Ducardo Morales Villa, por el hecho de exigirle al mismo el pago anticipado de copagos y/o las cuotas moderadoras para brindarle los servicio médicos.  Además, en este caso en particular no quedó probado si el señor Ducardo Morales Villa está afilado a la NUEVA EPS en calidad de cotizante o beneficiario con el fin de establecer los aportes a los cuales está obligado de asumir, ya que en el caso de los beneficiarios, sólo deben asumir los copagos.  

Por lo acabado de señalar, esta instancia no accederá a la petición de la impugnante de exonerar al señor Ducardo Morales Villa de las cargas económicas correspondientes a las cuotas moderadoras y/o copagos. 

Con base en lo expuesto en precedencia, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,

FALLA

PRIMERO: ADICIONAR al fallo de tutela proferido el 20 de junio de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, en el sentido que la  NUEVA EPS brinde la atención médica domiciliaria al señor Ducardo Morales Villa en el lugar donde se encuentre actualmente viviendo o en el que radique su residencia.  Así mismo,  SE ORDENA a la NUEVA EPS que en el término de cuarenta y ocho (48) horas siguientes contado a partir de la notificación de la presente sentencia, disponga que un médico que conozca de primera mano el estado de salud del señor Ducardo Morales Villa emita un concepto dentro de los parámetros y criterios posibles con el fin de establecer si el agenciado requiere el servicio auxiliar de enfermería domiciliaria, y de ser así, determinará las condiciones de modo y tiempo en que debe ser suministrado este servicio para que la NUEVA EPS proceda a autorizarlo inmediatamente.
Dentro del mismo término señalado anteriormente, la NUEVA EPS dispondrá los trámites pertinentes para que el señor Ducardo Morales Villa pueda acceder a una cama hospitalaria con colchón anti escaras.
SEGUNDO: NO ACCEDER a la petición de la impugnante de exonerar al señor Ducardo Morales Villa de las cargas económicas correspondientes a las cuotas moderadoras y/o copagos. 

TERCERO: Notificar a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ 

Secretaria 
� Sentencia T-540 de 2002. MP. Clara Inés Vargas Hernández.


� Sentencia T-096 de 1999. MP. Alfredo Beltrán Sierra.


� Sentencia T-760 de 2008. MP. Manuel José Cepeda Espinosa.
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